Sentencia 81/2005, de 6 de abril, en relación con la Ley 3/1999, de 11 de enero, por la que se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada (publicada en el B.O.E. de 10.5.2005). 
a) Antecedentes 
- Promotor del recurso: Parlamento de Andalucía (nº 1504/1999). 

- Norma impugnada: Ley 3/1999, de 11 de enero, por la que se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada. 

- Extensión de la impugnación: Arts. 3.3, 4.2.a), 6, 7, 8, 9.3, 10.5 y Disposición Final 1ª de la Ley. 

- Motivación del recurso: Sostiene el Parlamento de Andalucía que los preceptos impugnados vulneran las competencias de la Comunidad Autónoma en las materias de “espacios naturales protegidos” y “medio ambiente” (arts. 13.7 y 15.1.7 EAAnd.), excediéndose la Ley del ámbito de la legislación básica a que se restringe la competencia estatal en materia de medio ambiente (arts. 149.1.23ª CE), único título, a su juicio, que habilita al Estado para regular esta materia. 
b) Comentario - resumen 
1. Manifiesta el Tribunal en primer lugar que la derogación del art. 10.5 de la Ley por la disposición derogatoria primera, 1.p) de la Ley 62/2003, que ha sido impugnado, no conlleva la pérdida del objeto del recurso o la relación con este precepto que será también enjuiciado en la Sentencia. 

En cuanto al encuadramiento material de los preceptos de la Ley 3/1999 impugnados, teniendo en cuenta que regulan aspectos referentes a la gestión del Parque Nacional de Sierra Nevada, a su sistema de financiación y de planificación y, por último, a su régimen sancionador, se incardinan en las materias relativas a los “espacios naturales protegidos” y al “medio ambiente”, correspondiendo al Estado “la competencia para establecer la ‘legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección’ (art. 149.1.23ª CE), mientras que la Comunidad Autónoma de Andalucía ha asumido las competencias de desarrollo legislativo y ejecución de dichas bases y, asimismo, la competencia exclusiva en materia de ‘espacios naturales protegidos’ (arts. 13.7 y 15.1.7 EAAnd.).” 

2. Pasa el Tribunal al análisis pormenorizado de los preceptos impugnados: 

∗ Artículo 4.2.a). 

Relativo al otorgamiento de las autorizaciones de la Comisión Mixta de Gestión, órgano integrado paritariamente por representantes del Estado y de la Comunidad Autónoma y que esta última considera que ha desplazado sus propias competencias, declarando al respecto la sentencia que “las autorizaciones atribuidas a la Comisión Mixta de Gestión corresponden a la Comunidad Autónoma de Andalucía, pues se inscriben en el ámbito de la función ejecutiva”. 

∗ Artículo 6 de la Ley que en su apartado 1 regula “la composición, organización y funciones de la Comisión Mixta de Gestión del Parque Nacional de Sierra Nevada, por lo que, se concluye, que de acuerdo con el canon de enjuiciamiento que hemos establecido y de la doctrina específica expuesta al examinar el anterior art. 4.2.a), vulnera las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía y es inconstitucional”. 

Respecto al apartado 2 del art. 6 manifiesta que “regula la figura del Director-Conservador del parque y lo hace en términos similares a lo establecido en el art. 23.ter de la Ley 4/1989, en la redacción dada por la Ley 41/1997 primero y, después, por la Ley 15/2002. Pues bien, considerando que hemos considerado inconstitucional la redacción dada al citado art. 23.ter por la Ley 41/1997, por tratarse de ‘la regulación de un órgano, el Director-Conservador del parque nacional, que está directamente relacionado con la gestión del mismo’ [STC 194/2004, FJ 14 d)], y que hemos hecho lo mismo al enjuiciar la redacción que al mismo precepto otorga la Ley 15/2002 [SSTC 35/2005, FJ 2 c), y 36/2005, FJ 2 d)], procede ahora reiterar el criterio y declarar inconstitucional este apartado 2”. 

∗ Artículo 9.3 de la Ley. 

En este punto declara el Tribunal que “Este precepto reitera las prescripciones normativas contenidas en los apartados b) y c) del art. 23.5 de la Ley 4/1989 en la redacción dada por la Ley 41/1997. Teniendo en consideración que dichos apartados fueron declarados inconstitucionales [STC 194/2004, F.J. 14 b)], procede ahora declarar también la inconstitucionalidad de este art. 9.3” (F.J. 17). 

∗ Artículo 7 de la Ley, determina la composición y funciones del Patronato del Parque Nacional de sierra Nevada. 

Con referencia a la alegación del Parlamento andaluz que considera que el precepto regula aspectos que inciden en las competencias autonómicas normativas y de gestión, señala la sentencia que “los Patronatos de los parques nacionales se configuran, de acuerdo con nuestras SSTC 102/1995, FJ 22, y 194/2004, FJ 14 c), como órganos de colaboración entre las Administraciones que han asumido competencias en relación con aquéllos, e integrantes, asimismo, de los diversos segmentos sociales con interés al respecto. De aquí, su relevancia como órganos de integración de las diversas iniciativas de sus componentes y de transmisión de mutua información para el correcto ejercicio de todas las competencias implicadas”. Así pues, en relación con el apartado 1 del precepto señala que, “resulta todo él plenamente constitucional. Su primer inciso se limita a determinar la necesaria existencia del Patronato y su integración en el mismo de las distintas Administraciones implicadas, así como de otras instituciones, asociaciones y organizaciones relacionadas con el parque. Es claro que a partir de este enunciado general, la Comunidad Autónoma competente en la materia podrá desarrollar normativamente el contenido del precepto adecuándolo a las peculiaridades de cada caso. En cuanto a la previsión del segundo inciso del apartado 1 de que la representación estatal y autonómica en el Patronato sea paritaria, tampoco admite reproche de invasión competencial, puesto que, de un lado, aquél no ha de tener funciones decisorias y, de otro, la paridad subviene a la necesidad de que en estos órganos consultivos quede asegurada una presencia relevante de la Administración del Estado, que, en caso contrario, pudiera no quedar suficientemente resaltada, toda vez que es éste, el Patronato, un órgano adecuado para que se materialice la participación estatal en la gestión de los parques nacionales a que aludíamos en nuestra STC 102/1995, FJ 22. De igual manera, resulta constitucional su apartado 4, pues la presencia en el Patronato de los Directores-Conservadores se justifica por su propio cometido [STC 194/2004, FJ 14 c)]”. 

Continua diciendo el Tribunal en relación con el art. 7 que, “el mismo no se atiene a la doctrina reproducida, pues, en lugar de realizar una regulación de carácter abierto, que imponga como básica la presencia en el Patronato sólo de determinadas representaciones, lleva a cabo una regulación exhaustiva y completa del órgano, vaciando de contenido a la competencia autonómica de desarrollo normativo. 

Procediendo, no obstante, al examen singularizado de su contenido, de acuerdo con la doctrina aludida, el apartado 1, sólo en su inciso ‘adscrito, a efectos administrativos al Ministerio de Medio Ambiente’, resulta inconstitucional, pues reproduce el criterio contenido en el art. 23.bis.5 de la Ley 4/1989, en la redacción dada por la Ley 41/1997, declarado inconstitucional [STC 194/2004, FJ 14 c)], criterio que ahora reiteramos. 

En cuanto a su apartado 2, de acuerdo con la doctrina reproducida, sólo son constitucionales sus letras a), b), c) y l), pues, las tres primeras, atienden a la necesaria presencia de las representaciones estatal, autonómica y local, siendo paritaria la representación estatal y autonómica, y la cuarta a la también razonable presencia en el Patronato del órgano a quien la Comunidad encomiende la responsabilidad en la gestión del parque. 

Sin embargo las restantes representaciones carecen de carácter básico y entran de lleno en el ámbito de la legislación de desarrollo normativo de competencia autonómica que queda sin contenido según el criterio de la jurisprudencia reproducida. 

En cuanto a su apartado 3, es también inconstitucional, en concordancia con el criterio que mantuvimos en relación con el art. 23.bis.3 de la Ley 4/1989 [STC 194/2004, FJ 14 c)]. 

Por igual motivo, procede acordar la inconstitucionalidad del apartado 4. 

Sin embargo, nada cabe oponer a la constitucionalidad del apartado 5, pues remite al art. 23.bis de la Ley 4/1989, y éste ya ha sido enjuiciado en nuestra STC 194/2004, FJ 14 c), de manera que la remisión operada mantiene plena validez respecto de las funciones del Patronato declaradas constitucionales. 

En conclusión, vulneran las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía y son inconstitucionales los apartados 1 (último inciso), 2 [salvo sus letras a), b), c) y l)], 3 y 4, del art. 7”. (F.J. 8). 

∗ Artículo 8 de la Ley, relativo a la financiación del Parque. 

En relación con este artículo señala el Tribunal con base en la STC 194/2004, F.J. 22, que la citada regulación sobre la financiación del Parque es una “mera aplicación a este parque del sistema general de financiación de los parques nacionales prevista en el art. 22.3 de la Ley 4/1989 y Disposición adicional 1ª de la Ley 41/1997”, reiterando “la necesidad de que las Comunidades Autónomas tengan la plena disposición de los fondos necesarios para ejercer sus competencias”, declarando en conclusión que los preceptos analizados (apartado 1 y 2 del art. 8), “resultan inconstitucionales, pues del mismo modo que la gestión conjunta de los parques nacionales no respeta las competencias de Andalucía y Aragón en materia de espacios naturales protegidos, tampoco lo hacen estos preceptos que constituyen su correlato financiero, al disponer, respectivamente, la cofinanciación de dichos parques (art. 22.3, párrafo segundo, de la Ley 4/1989) y la fijación de un plazo para convenir la misma (disposición adicional primera de la Ley 41/1997) (STC 194/2004, FJ 22)”. (F.J. 9). 

∗ Artículo 3.3 de la Ley que regula el “plan de desarrollo sostenible”. 

Señala la sentencia que el citado artículo “delimita el ‘área de influencia socioeconómica’ del Parque Nacional de Sierra Nevada, previendo el otorgamiento de las ayudas correspondiente por remisión a los arts. 18.2 y 22.quater de la Ley 4/1989 (apartados 2 y 3)”, ayudas que se integran en el “plan de desarrollo sostenible” y que “nada tienen que ver con la financiación general y ordinaria del Parque Nacional de Sierra Nevada”, considerando el precepto constitucional “pues la aprobación de dicho plan por el Gobierno mediante Real Decreto no constituye, con la interpretación dada, ninguna extralimitación competencial, sino manifestación de la idea de que la coordinación “conlleva un cierto poder de dirección” que es “consecuencia de la posición de superioridad en que se encuentra el que coordina respecto al coordinado [STC 214/1989, de 21 de diciembre, FJ 20 f)]” (STC 194/2004, FJ 8)” destacando también que el precepto, “no merma la competencia financiera autonómica, pues, de un lado, la integración con los fondos estatales de los que la Comunidad Autónoma desee aportar para alcanzar los objetivos del precepto requiere su conformidad y, de otro, aquélla mantiene su competencia para instrumentar separadamente sus propios planes. De manera que el precepto no hace sino incentivar la integración voluntaria de fuentes de financiación procedentes de las diversas Administraciones públicas, lo que responde a la posibilidad de que dichas Administraciones cooperen entre sí para obtener los mejores resultados en sus políticas, según venimos reiterando”. (F.J. 10). 

∗ Artículo 10.5 de la Ley, relativo a la competencia para imponer sanciones. 

Manifiesta el Tribunal al respecto, con base en la doctrina jurisprudencial anteriormente sentada, que debe ser “la Comunidad Autónoma de Andalucía, competente para la gestión del Parque Nacional de Sierra Nevada (arts. 13.7 y 15.1.7 EAAnd.) quien ejercite la potestad sancionadora controvertida e, incluso quien determine normativamente, sin condicionamientos, cuales hayan de ser los órganos de su Administración competentes para ello”, por lo que declara inconstitucional el art. 10.5 hoy derogado. (F.J. 11). 

∗ Disposición final 1ª de la Ley, que faculta al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo de la presente Ley. 

Frente a la alegación del Parlamento de Andalucía, de que dicha habilitación excede del ámbito de lo básico, mantiene la sentencia que “la Disposición final 1ª, incluida en una Ley cuya naturaleza básica puede inferirse sin dificultad, según hemos expuesto, y que sólo ha sido impugnada en su contenido básico en algunos preceptos, es susceptible, según nuestro canon de enjuiciamiento, de desarrollo reglamentario asimismo básico, si bien el juicio sobre tal desarrollo corresponde hacerlo, en su caso, a este Tribunal” (F.J. 12). 

3. Por último en cuanto al alcance del fallo, considera el Tribunal que “igual que en la STC 195/1998, en cuyo fundamento jurídico 5 señalamos también que la inmediata nulidad de los preceptos declarados inconstitucionales podría provocar una desprotección medioambiental de la zona con graves perjuicios y perturbaciones a los intereses generales en juego y con afectación de situaciones y actuaciones jurídicas consolidadas, de manera que la declaración de inconstitucionalidad de algunos preceptos no lleva aparejada su inmediata declaración de nulidad, la cual se difiere hasta el momento en el que las Comunidades Autónomas regulen las modalidades de gestión de los parques nacionales de su competencia” (STC 194/2004, FJ 24)”. (F.J. 13). 

4. Para terminar en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide: 

“Estimar parcialmente el recurso de inconstitucionalidad 1504/1999, interpuesto por el Parlamento de Andalucía contra diversos preceptos de la Ley 3/1999, de 11 de enero, por la que se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada y, en consecuencia: 

1º. Declarar que son inconstitucionales, con los efectos señalados en el F.J. 13, los arts. 4.2.a), inciso ‘de la Comisión Mixta de Gestión; 6; 7.1; inciso <adscrito a efectos administrativos al Ministerio de Medio Ambiente>, 2.d), e), f), g), h), i), j), k), y ll), 3 y 4; 8; 9.3 y 10.5 de dicha Ley’. 

2º. Declarar que su art. 3.3, interpretado de acuerdo con lo indicado en el F.J. 10, es constitucional. 

3º. Desestimar el recurso en todo lo demás”. 

5. Votos particulares. 

Se formulan tres votos particulares: 

a) Primer voto particular que formula el Magistrado D. Roberto García-Calvo y Montiel. 

Estima el Magistrado, en contra de lo declarado en la sentencia, que el art. 3.3 adolece de inconstitucionalidad razonando que “la norma discutida no se acomoda al orden constitucional de competencias en cuanto, lejos de incentivar las posibilidades de que las Administraciones cooperen entre sí para ganar eficacia y eficiencia en la ejecución de sus políticas, las constriñe y, por tanto, las limita y dificulta, introduciendo un mecanismo que, aun interpretado en la forma establecida en la Sentencia mayoritaria, lejos de asegurar la coordinación entre las Administraciones interesadas, condiciona y subordina el ejercicio de competencias exclusivas de la Comunidad Autónoma afectada, haciéndolas depender de la aprobación por el Gobierno Central. 

b) Segundo voto particular que formula el Magistrado D. Ramón Rodríguez Arribas y al que se adhiere el Magistrado don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez. 

Discrepa el Magistrado de la declaración de constitucionalidad del art. 4.2.a), con la excepción del inciso “de la Comisión Mixta de Gestión”, contenido en la sentencia que atribuye la gestión a las Comunidades Autónomas con lo cual, considera el mismo que, con la supresión de este inciso, “resulta que la competencia para establecer la salvedad de qué nuevas infraestructuras permanentes son necesarias para la adecuada gestión del parque nacional, corresponde, exclusivamente, a la Comunidad Autónoma, privando al Estado de cualquier intervención en el control de dichas excepciones, conduciendo a la posibilidad de vaciar de contenido la prohibición general de nuevas instalaciones permanentes en el parque”, concluyendo que “lo que no se debería haber hecho es dar por sentado que la capacidad normativa del Estado, en este concreto aspecto básico, había quedado agotada con la norma en la forma que queda redactada con la supresión de la alusión a las Comisiones Mixtas de Gestión”. 

c) Tercer voto particular que formula el Magistrado D. Manuel Aragón Reyes. 

Considera el Magistrado que si bien las excepciones a las medidas para la protección del parque nacional [art. 4.2.a) de la Ley], corresponden autorizarlas a la Comunidad Autónoma , dado que la gestión pertenece a la misma, sin embargo, estima que atribuyendo a la Administración del Estado la capacidad de autorizar excepciones a la prohibición se garantiza la uniformidad en todo el territorio nacional, por lo que propugna que para “no debilitar al Estado en su función de tutela de los intereses generales, en este caso de tutela de la preservación de unos parques que son ‘nacionales’ y no exactamente autonómicos, la competencia estatal necesaria para promover el correcto ejercicio de la actividad autorizatoria, al objeto de que por la vía de las excepciones no se desvirtúe la finalidad que pretende la prohibición general establecida”. 

